
31/ En junio de 1979 se realizó en Tudela una concentración a favor del desmantelamiento del polígono y
contra el proyecto de construir una central nuclear junto al Ebro, que fue reprimida, resultando muerta
Gladys del Estal por balas de la Guardia Civil. Ese mismo año, el pleno del Ayuntamiento de Tudela se
manifestó en contra del campo de tiro y la Diputación Foral aprobó un acuerdo en el que se pedía la supre-
sión del polígono. En 1981, treinta y tres ayuntamientos navarros se posicionaron contra el campo de tiro.
En noviembre de 1987 se constituyó la Asamblea Anti-Polígono, que cuenta con el apoyo de un conjunto
de partidos políticos y colectivos ecologistas, sociales, sindicales y culturales. En enero de 1988, la Junta
General de las Bardenas aprobó por unanimidad exigir el desmantelamiento del campo de tiro. En octubre
de 1988, el Parlamento de Navarra aprobó una resolución instando al gobierno foral a que realizase actua-
ciones conducentes al cierre del polígono. En abril de 1990, el presidente del gobierno navarro solicitó al Mi-
nisterio  de  Defensa  el  desmantelamiento  del  campo  de  tiro.  www.lasbardenas.org/ficheros/,  www.nodo
50.org/tortuga/article.php3?id_article=1968,  www.antimilitaristas.org/article.php3?id_article=2180,  www.nodo
50.org/elotropais/n6/bardenas.htm, www.retena.es/personales/mizubel/bardenas.htm, www.antimilitaristas.org/arti-
cle.php3?id_article=2540,  www.antimilitaristas.org/article.php3?id_article=2548,  www.antimilitaristas.org/arti-
cle.php3?id_article=3346.
32/ www.comisionmalpaso.org.
33/ www.antimilitaristas.org/article.php3?id_article=3172.

De nuevo hay que defender el derecho de las mujeres a decidir
Justa Montero

La polémica en torno al aborto ha irrumpido en la escena pública de forma particu-
larmente violenta y amenazante para la libertad y dignidad de las mujeres. En apenas
tres meses se han sucedido acontecimientos que ponen en entredicho un derecho que,
aunque de forma limitada, reconoce la propia legislación: abortar en algunos supues-
tos. Al estupor e indignación inicial por las amenazas, acoso, citaciones judiciales a
mujeres y profesionales sanitarios y cierres de clínicas, ha seguido una movilización
organizada por el movimiento feminista y que ha contado con la participación activa
de muy diversos colectivos sociales, sindicatos y partidos. Las organizaciones femi-
nistas han logrado situar el debate y la atención en los problemas que subyacen a la
realidad del aborto, y dar expresión a la exigencia de un cambio de ley.

Lo sucedido no constituye hechos aislados, se trata de una campaña de acoso al
derecho de las mujeres a decidir dentro de la ofensiva general de los grupos más ul-
traconservadores y misóginos de la sociedad. Cuentan con sectores de la judicatura
que tienen un papel estelar, con la participación activa del PP, y a la cabeza se sitúa
una vociferante jerarquía eclesiástica, representante del fundamentalismo católico,
que trata de imponer su proyecto integrista, una moral y un modelo de familia basa-
do en el control del cuerpo y la negación de la libertad y sexualidad de las mujeres.

No hay que menospreciar este frente anti-elección, ni las estrategias que desarrollan.
Por un lado presionan para forzar cambios más restrictivos en la legislación (como ha
sucedido en otros países, siendo Nicaragua el ejemplo más reciente); también actúan en
el ámbito ideológico tratando de convertir al embrión y al feto en sujetos del debate a
partir de su delirante discurso sobre la “vida”. Su reiterada referencia a cuestiones, ab-
surdas por imposibles, como los “abortos de siete meses”, los “fetos en cubos de basu-
ra”, o las “trituradoras de fetos” busca identificar el aborto con estas prácticas ficticias,
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y que el rechazo que ello produce en el imaginario colectivo se traduzca en un consen-
so contra el aborto. Su discurso trata de crear un contexto hostil a las mujeres, culpabi-
lizarlas, criminalizarlas, y volver a convertir el aborto en un tema clandestino y tabú.

Otra consideración a tener en cuenta es la desaparición de las mujeres en este deba-
te, no existen como sujetos, ni tan siquiera se las nombra. También se obvia que el
89% de las mujeres abortan en plazos menores a las doce semanas y que sólo el 1,9%
de los abortos realizados en 2006 corresponden a embarazos de más de veinte sema-
nas. Y no se puede ignorar que hay graves malformaciones fetales, hasta el punto de
hacer inviable la vida tras el parto, que solo se pueden detectar a partir de las 20 se-
manas de gestación, y que en estos casos se trata siempre de situaciones extremas en
las que el embarazo entraña un enorme sufrimiento para las mujeres. ¿Dónde queda
la preocupación por la vida de las mujeres?

Ahora bien, el origen de los problemas no se reduce a la ofensiva de estos secto-
res, su actividad adquiere semejantes dimensiones porque la ley hace aguas y supo-
ne un auténtico coladero para las campañas obstruccionistas de los anti-elección y
muy particularmente para sus actuaciones en el ámbito judicial. Un problema que
se puede extender a lo que sucede en materia de educación sexual tal y como ha
quedado tras la última ley aprobada o en materia de anticoncepción, donde hasta
farmacéuticos objetan para no facilitar la píldora del día después.

El problema de fondo es la ley. El sistema de indicaciones, que fundamenta la
vigente despenalización parcial del aborto, lo contempla como un delito, es decir algo
punible, salvo en los tres supuestos que despenaliza. Las causas o supuestos remiten a
la interpretación que otros (a los que, por tanto, se les presupone una superioridad mo-
ral sobre las mujeres), hacen de ellos. Como se ha comprobado a lo largo de estos años,
jueces, médicos, ex maridos, ex novios, organizaciones anti-elección, consideran que la
ley les otorga potestad para valorar la validez de las razones que aduce una mujer para
abortar y determinar si la causa que alega entra o no en uno de los supuestos despenali-
zados para, en su caso, poder denunciar a mujeres y profesionales sanitarios.

Lamentablemente, lo sucedido no es nuevo. Desde 1985, y con la ley aprobada,
el movimiento feminista tuvo que levantar una campaña en defensa de mujeres y
profesionales sanitarios de distintas ciudades que eran denunciados. En algunos ca-
sos se archivaron las diligencias judiciales, en otros se realizaron juicios e incluso
se encarceló a algunos profesionales; en otros casos, como en Pamplona, supuso
que no se volvieran a hacer abortos en la ciudad. En los últimos años esta dinámica
inquisitorial había amainado instalándose una aparente normalización en la presta-
ción del aborto a partir de la creación de clínicas privadas. Pero era cuestión de
tiempo que reaparecieran los problemas porque la despenalización parcial no los
resolvió. La ley contó desde el principio con la oposición de buena parte del movi-
miento feminista que advirtió del riesgo de dar al aborto un tratamiento penal en lu-
gar  de  regularlo  como  un  derecho,  tal  y  como  recogía  la  propuesta  de  ley
presentada por la Coordinadora Estatal de Organizaciones Feministas.

Una ley, a cuyo amparo se vulnera la intimidad y libertad de las mujeres, no sirve.
Al gobierno le compete actuar, pero en su lugar se ha limitado a hacer declaraciones
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de buenas intenciones, como en su momento hicieron los anteriores gobiernos socia-
listas. Y como entonces, se inhibe de su responsabilidad planteando un debate en el
que ni tan siquiera explicita su postura. También al igual que antaño hace referencia
al consenso social, sin resolver su dificultad interna para abordarlo y para enfrentarse,
como lo hizo en el caso de las bodas de gays y lesbianas, a los sectores fundamenta-
listas que se oponían con ferocidad. Finalmente en el programa electoral del PSOE
no figura ninguna propuesta concreta. Mal antídoto para el envalentonamiento de los
sectores fundamentalistas.

La ley tiene que cambiar, y desde mi punto de vista hay tres requisitos que ten-
dría que contemplar una nueva normativa que se proponga garantizar el derecho de
las mujeres y acabar con la actual inseguridad jurídica. En primer y principal lugar
requiere que el aborto deje de estar tipificado como delito, que salga del Código
Penal, y que solo sea punible el que se realiza contra la voluntad de las mujeres.

En segundo lugar, la regulación del derecho al aborto se tiene que fundamentar
en algo tan elemental como el principio ético de respeto de la autonomía y capaci-
dad moral de las mujeres para formular y emitir sus propios juicios, para tomar sus
decisiones y actuar sobre los muy distintos dilemas que se pueden presentar en su
vida, entre los que la maternidad es uno de ellos particularmente relevante.

En las propuestas que se presentaron en la anterior legislatura (tanto por el PSOE
como por IU), y sin entrar en un análisis detallado que dejaría ver diferencias con-
siderables entre ambas propuestas, se plantea una “ley de plazos”. En realidad es
una combinación entre plazos y causas: las mujeres pueden abortar sin alegar cau-
sas hasta las 12/14 semanas de embarazo y a partir de ahí se aplican las causas que
figuran en la actual normativa.

La determinación de los plazos tiene una enorme importancia desde el punto de
vista sanitario: el método para la intervención es distinto según el tiempo de emba-
razo y también lo es el riesgo para la salud de la mujer. Pero resulta una arbitrarie-
dad establecer  límites  fijos,  independientemente  del  criterio  sanitario,  desde  el
punto de vista legal o de legitimidad de la decisión de la mujer ¿No es una forma
de tutela, quizás encubierta, el considerar legítimo que la mujer decida a las 12 se-
manas pero no a las 18?

En tercer lugar requiere su normalización como prestación en la red sanitaria públi-
ca, única forma de garantizar su universalidad y la equidad de acceso a la misma.
Hoy es una prestación privatizada explícita o encubiertamente (vía conciertos públi-
cos con algunas clínicas privadas) como indica el dato de que no llega al 3% el nú-
mero de abortos que se realiza en hospitales públicos. Que el aborto se considere
como una prestación sanitaria requiere muy diversas medidas, pero sobre todo exige
garantizar que en todos los hospitales públicos se atiende la demanda de las mujeres.
La objeción de conciencia que hoy se practica, a la carta y de forma generalizada en
la sanidad pública, representa uno de los mayores obstáculos para la normalización
del aborto. De hecho se protege más la conciencia del profesional que el derecho de
las mujeres a recibir asistencia sanitaria. ¿Cómo se va a garantizar un derecho si se
niega el servicio público que lo garantiza?
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Hace falta un compromiso político claro y decidido. Lo que no sirve son declara-
ciones de buenas intenciones o medidas vergonzantes. Las mujeres no se lo mere-
cen, y desde el  feminismo no vamos a dejar  de luchar hasta conseguir  que se
garantice y respete el derecho de las mujeres a decidir.

Justa Montero es miembro de la Asamblea Feminista de Madrid.

Foro Social Mundial en Madrid: Un éxito imprevisto.
Una necesidad inaplazable de coordinación

Raúl Camargo Fernández

Muy pocos imaginaban antes de la celebración del Foro Social Mundial en Madrid
que éste iba a terminar siendo un éxito y, sobre todo, iba a remover el muy sectari-
zado y atomizado mundo de los movimientos sociales de Madrid. No obstante, el
fruto recogido con el Foro no se explica sin tener en cuenta los antecedentes de las
relaciones entre los movimientos sociales y de éstos con organizaciones de la iz-
quierda alternativa.

El antecedente inmediato del Foro lo encontramos en el Taller de Movimientos
Antisistémicos, surgido del Encuentro de Movimientos Sociales que tuvo lugar en
abril de 2006. El Taller tuvo continuidad a partir de la primavera de 2007, princi-
palmente por iniciativa de un sector de Cristianos de Base y de Espacio Alternati-
vo. Las primeras sesiones tuvieron lugar en la primavera de 2007 y en ellas la
participación fue irregular, aunque los colectivos citados más ATTAC aportaron la
continuidad necesaria para el mantenimiento del taller. Tras varios debates sobre el
malestar social y la posibilidad de trabajar en red en Madrid, el taller se planteó re-
tos más ambiciosos.

A finales de octubre, los colectivos antes mencionados y algún otro (En Lucha,
STE´s, LILAS, MATS) empezaron a mantener reuniones para ir preparando la jor-
nada de acción global del 26. Nuevos colectivos como Ecologistas en Acción se
fueron sumando a la iniciativa. La idea inicial era hacer algún tipo de acción de ca-
lle el sábado 26 de enero pero la progresiva incorporación de asociaciones hizo que
surgiera la propuesta de hacer un Foro Social Mundial en Madrid, que apareciera
por otra parte claramente diferenciado del Foro Social de Madrid dirigido por la iz-
quierda institucional. Lo más destacado de esta etapa fue el buen ambiente entre to-
dos  los  participantes  y la  total  inexistencia  de  las  tradicionales  pugnas  por  el
protagonismo en el seno de la izquierda madrileña. El buen funcionamiento de las
4 comisiones (Talleres, Organización, Acciones y Medios de Comunicación) y la
distribución de todo el material de propaganda editado hacían presagiar una buena
respuesta para el Foro.

El día del comienzo del Foro había algunas incógnitas sobre la asistencia que que-
daron rápidamente despejadas en sentido positivo: más de 600 personas acudieron
a la presentación del Cardenal Cisneros, con una sala a reventar y un entusiasmo
que hacía tiempo no se veía. El transcurso de los talleres del día siguiente confirmó
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